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Corrupción 
electoral y 
democracias
Esteban de Gori, 
Argentina

El término corrupción, 
como indica el sociólogo argentino 
Sebastián Pereyra (2022), es un 
concepto que asume diversos 
significados y que está sometido 
a disputas teóricas, normativas 
y políticas. A la polisemia del 
significado se agrega otra cuestión 
a considerar: el uso que se hace 
de la corrupción para denostar 
carreras políticas, burocráticas o 
culturales. Es decir, la corrupción 
carga con sus múltiples sentidos 
y con la posibilidad de asumir en 
una disputa política el carácter 
de un adjetivo o estrategia de 
descalificación que posee la 
capacidad de denigrar reputaciones 
o proyectos políticos.

Cuando hablamos de 
corrupción debemos tener en 

cuenta, como indica Sebastián 
Pereyra, su carácter social. En otras 
palabras, la corrupción es una 
práctica interactiva configurada 
por intercambios y transacciones 
entre personas. No siempre 
están mediadas por dinero, 
sino que estas transacciones 
también pueden suponer 
promesas a futuro, mismas que 
representan uno de los bienes 
más cotizados en la política. Por 
lo tanto, la corrupción no es una 
conducta aislada o individual ni 
una «falta» de moral, sino un 
conjunto de relaciones sociales 
transaccionales que violentan 
leyes e intereses públicos en 
beneficios particulares. 

Ahora, si vamos a pensar 
en la conjunción o intersección 
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entre dinámicas políticas y la 
corrupción, debemos realizar 
algunos señalamientos. En 
regímenes democráticos, todo 
aquello que violente una voluntad 
colectiva por parte de un interés 
individual, faccional, corporativo, 
empresarial o partidario pone 
en riesgo la propia democracia 
como sistema. La corrupción 
vinculada a la alteración de los 
resultados electorales pone 
en juego la sustentabilidad 
democrática y configura grandes 
dosis de incertidumbre y crisis 
de legitimidad. Establecer un 
espacio de transacción corrupta 
con funcionarios de las agencias 
gubernamentales que deben 
relevar, fiscalizar y trasmitir los 
resultados pone en vilo la libertad 
y derecho de elección de los 
individuos. Como así también es 
violento la trama democrática la 
alteración en las mismas urnas o 
en débiles sistemas electrónicos 
electorales.

En los intercambios 
corruptos la promesa de poder, de 
protección, de atención a ciertos 

sectores son posibles estímulos 
para quienes intervengan en la 
alteración de datos electorales. 
También, como sabemos, lo puede 
ser el dinero o compensaciones 
a funcionarias o dirigentes que 
hacen política territorial y debe 
financiarla o sostenerla de alguna 
manera. 

Partidos que gobiernan 
el Estado o quienes pretenden 
acceder al mismo pueden realizar 
acciones para alterar los resultados 
que se relevan y organizan en 
las oficinas públicas dedicadas 
a la fiscalización y transmisión 
de resultados. En el caso de la 
alteración de datos electorales 
se articula, ineludiblemente, la 
corrupción con el fraude. Esto 
supone dos vías de desgaste de 
la democracia: por el daño social 
que supone la transacción en sí 
misma y por violentar la libertad 
de decisión de los ciudadanos 
y ciudadanas. Ahora bien, si 
fuésemos un poco más específicos, 
deberíamos considerar una tercera 
vía de desgaste: la instalación 
de una percepción de que los 
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resultados del sufragio pueden 
ser modificados o alterados. Esto 
puede orientar a futuro prácticas 
como la abstención, la apatía o 
la bronca. El estado de sospecha 
sobre la política en todo el mundo 
se exacerba con la percepción de 
corrupción y con la puesta en duda 
del ejercicio de la libertad electoral. 

El intercambio corrupto se 
produce en todos los países del 
globo, bajo órdenes democráticos 
como autoritarios, por ende, la 
corrupción no está relacionada 
con la «emergencia» o situación 
periférica o no de un país, sino 
con las características históricas, 
sociales y culturales de dichos 
intercambios. 

Si realizamos una indagación 
más exhaustiva, podemos indicar 
que la corrupción y fraude electoral 
están íntimamente relacionados 
con la lucha por el poder, por la 
configuración de las narrativas 
electorales y por el acceso a las 
instituciones representativas

Entre el menú de acciones 
que posee un partido o facciones 

que cuestionan la potencia 
democrática de su sociedad es 
influir en los resultados y buscar, 
si existen condiciones, la alteración 
de los mismos al interior de las 
instituciones. Si bien, esto se 
encuentra penado por las leyes 
electorales de la mayoría de los 
países la tentación autoritaria 
o antiderechos puede surgir en 
diversos momentos históricos. 
Forzar o alterar una voluntad popular 
o colectiva, además de un delito y de 
suponer un daño social, es un gran 
acto autoritario y abre la posibilidad 
de situaciones impensadas a futuro. 
Hay que recordar que el voto es 
una de las expresiones y prácticas 
donde ciudadanos y ciudadanas 
experimentan la idea de soberanía 
y autonomía.

La mayoría de los casos 
históricos de fraudes y corrupción 
electoral en América Latina, 
Europa y Estados Unidos pueden 
encontrarse entre fines del siglo 
XIX y mediados del siglo XX. Si bien, 
existieron conflictos en elecciones 
durante todo el siglo, en ese tiempo 
señalado, las formas de votación 
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no obligatoria ni secreta alentaron 
la coerción sobre los votantes y 
sobre las instituciones que debían 
fiscalizar y reconocer los resultados. 

La violencia es otra 
dimensión que deberíamos tener 
en cuenta a la hora de comprender 
esta problemática, ya que esta 
puede impactar en las instituciones 
fiscalizadoras, en las urnas mismas 
o en las actas que se envían a los 
centros cómputos. La circulación 
de la violencia es un bien que 
ciertos actores hacen circular 
para dar a conocer sus intereses y 
expectativas. 

Las  co rporac iones 
empresariales lícitas e ilícitas 
hacen apuestas, ante elecciones, 
por ciertos partidos o proyectos 
políticos. El financiamiento político 
es una forma de robustecer la 
performance electoral de dichos 
partidos, pero los intereses por 
acceder al Estado no se ciñen a 
estas prácticas, en algunos casos, 
pueden optar por la movilización de 
territorios y por tratar de modificar 
el resultado electoral. Como 

podemos imaginar, esta acción 
constituye una «última ratio». Una 
«última jugada» que debe contar, 
con al menos, cierto apoyo de 
algunos sectores de la sociedad. No 
se realizan este tipo de prácticas 
por parte de pocos actores, sino 
que su trayectoria debe considerar 
cierto «respaldo» social.

Los sistemas pluripartidarios 
reducen significativamente los 
intentos de alterar cómputos 
y resultados electorales, como 
también la confección de padrones 
universales soslayando cualquier 
instancia de diseño de padrones o 
de empadronamientos que pueden 
estar sujetos a arbitrariedades. 
Es interesante que generalmente 
no se ha reparado en investigar 
cuáles son las tensiones, acuerdos 
institucionales y negociaciones 
partidarias que se abren en 
países que deben diseñar 
empadronamientos. 

Los observadores y 
observadoras internacionales, a su 
vez, se han constituido en agentes 
relevantes para la fiscalización y 
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limite a posibles intercambios 
corruptos. El fair play electoral es 
una marca que inclusive muchos 
países o partidos políticos buscan 
o requieren para dotar de mayor 
legitimidad su performance. 

La fiscalización de actas 
y votos es una parte central del 
proceso, la otra dimensión a 
considerar es el tratamiento de 
denuncias electorales que se 
producen en el desarrollo del 
sufragio. Esto implica que la 
justicia electoral pueda discernir 
si ese conjunto de denuncias 
supone o se inscriben en una 
acción sistemática para forzar un 
resultado particular.

El voto electrónico, en 
el último tiempo, ha suscitado 
apoyos y desconfianzas de ciertos 
partidos y partes de la población. 
Las polarizaciones políticas en 
América Latina, Europa y Estados 
Unidos han establecido, en 
algunos casos donde se desarrolla 
este sistema, ciertas previsiones 
sobre los medios electrónicos. La 
puesta en duda de estos sistemas 

por parte de algunos partidos 
o el temor a sufrir hackeos 
o alteraciones se incorporan 
entre las preocupaciones —
reales o imaginarias— sobre 
los intercambios corruptos. En 
última instancia, los medios 
electrónicos de votación, si bien, 
son fiscalizados y aprobados por el 
Estado y por los partidos políticos, 
no dejan de ser instalados por 
empresas privadas. 

Por último, el estudio de la 
corrupción y del fraude electoral 
no es una tarea sencilla, ya que 
deben establecerse y corroborarse 
las transacciones corruptas. Si 
bien, en definiciones como la 
de Cruz Blanca que sostiene que 
la corrupción electoral es «aquel 
grupo de conductas ilícitas activas 
u omisivas que, contraviniendo 
las normas que rigen el correcto 
funcionamiento de la actividad 
pública electoral, tienen por 
finalidad alterar los legítimos 
resultados […]» (citada en Benítez 
et al. 2019), nosotros podemos 
destacar que esas conductas se 
inscriben y son propiciadas a través 
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de intercambios o interacciones que 
«conectan» intereses empresariales, 
corporativos, partidarios, etc., 
que, a su vez, están orientados 
por intereses sociales, políticos y 
económicos y que atraviesan una 
forma singular de la competencia 
por el poder en ese país o territorio.

Es tan importante 
considerar 
los aspectos 
situacionales e 
históricos para 
comprender cómo 
se establecen 
los intercambios 
corruptos y cómo 
es significativo 
desechar 
interpretaciones 
que condenan a 
determinados 
países a «culturas 
de la corrupción». 
La idea de 
intercambio nos 
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coloca en otro 
lugar para mirar 
este problema, es 
decir, en la trama 
social que lo 
permite, habilita 
y persigue y no 
en supuestas o 
anómalas culturas 
democráticas o 
en situaciones 
de periferia o 
subdesarrollo.

Lo ilícito siempre necesita 
de una pista y en este caso es 
el conjunto de interacciones que 
buscan vulnerar o alterar resultados 
electorales, incluso, que buscan 

construir formas de legitimación 
de esta alteración o que vulneran 
el sistema a partir de movilizar 
desconfianzas sociales. En cada 
elección, se juega la credibilidad 
democrática y allí existe una 
gran responsabilidad de partidos, 
empresas y grupos de intereses por 
sostener una lícita competencia 
electoral y que garantice el derecho 
a la elección de la ciudadanía. En 
coyunturas electorales donde la 
democracia y ciertos derechos 
son puestos en duda, se abre 
la posibilidad de resquebrajar 
sistemas electorales transparentes 
y legítimos. En realidad, cualquier 
deriva antidemocrática puede 
resquebrajar esa creencia de que 
en cada voto las personas tomamos 
la soberanía y la decisión del futuro 
en nuestras manos.
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